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SCI-752-2012
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio C. Calvo A, Rector 
Comisión Permanente Especial de Ciencia, Tecnología y Educación 



	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
19 de setiembre del 2012

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2783 Artículo 12, del 19 de setiembre del 2012.   Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto “Reforma de la Ley No. 1362 Creación del Consejo Superior de Educación Pública de fecha 8 de octubre de 1951”, Expediente No. 18.314


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. En Sesión Ordinaria No. 2777 del Consejo Institucional, celebrada el 08 de agosto de 2012, se conoce la propuesta del Proyecto de Ley “Reforma de la Ley No. 1362 Creación del Consejo Superior de Educación Pública de fecha 8 de octubre de 1951”, Expediente No. 18.314 y se dispone solicitar el criterio a la Escuela de Educación Técnica y al Centro de Desarrollo Académico. 

2. Mediante oficio SCI-596-2012, del 08 de agosto de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al M.Sc. Miguel Guevara, Director Escuela de Educación Técnica y al MEP. Ulises Rodríguez, Director del Centro de Desarrollo Académico, se solicita criterio técnico sobre el Proyecto de Ley “Reforma de la Ley No. 1362 Creación del Consejo Superior de Educación Pública de fecha 8 de octubre de 1951”.

3. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio EduTEC-415-2012, del 17 de agosto de 2012, suscrito por el M.Sc. Miguel Guevara Agüero, Director de la Escuela de Educación Técnica, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite observaciones y recomendaciones a la propuesta de Reforma de la Ley No. 1362, dentro de las que éste Órgano acoge las siguientes:





	Ley N° 1362 Creación del Consejo Superior de Educación Pública
	Propuesta de Reforma a la Ley 1362
	Consideraciones u observaciones
	Recomendaciones 

	Artículo 2º.- El Consejo estará integrado en la siguiente forma:
	Artículo 3.- Formarán el Consejo Superior de Educación: 
	Ajustado
	

	c) Un representante de la Universidad, nombrado por el Consejo Universitario;
	c) Un integrante nombrado por el Consejo Universitario de la Universidad de Costa Rica; 

	¿Por qué si existen cuatro universidades estatales sigue siendo solo la UCR, la miembro del Consejo?
	Mantener la declaración de un representante de la Universidad que debe ser nombrado por CONARE

	Los representantes a que se refieren los incisos c), d), e) y f) de este artículo tendrán cada uno su respectivo suplente, nombrado en la misma forma que el propietario correspondiente.
	Artículo 4.- Los representantes a que se refieren los incisos d), e) y f) de este artículo, se nombrarán con respeto de la autonomía de los grupos concernidos, dentro de los procedimientos establecidos en el Reglamento de esta ley. Los anteriores, tendrán cada uno su respectivo suplente, nombrado en la misma forma que el propietario correspondiente. 
	Ajustado
Se eliminó el inciso c
¿Por qué el representante de las Universidades  no tendrá suplente?
	El representante de las universidades debe tener también un suplente.

	i) Los planes para la preparación, el perfeccionamiento y el estímulo del Personal docente; y

	i) Planes para la preparación, el perfeccionamiento y el estímulo del personal docente; y 

	Se mantiene igual

Es muy importante reconocer los requisitos para ingresar a la profesión docente.
	Se debe incluir sobre los requisitos de idoneidad docente.



4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio CEDA-262-2012, del 20 de agosto de 2012, suscrito por el MA. Ulises Rodríguez Guerrero, Director del Centro de Desarrollo Académico, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite el análisis realizado por la M.Sc. Rosa Inés Lira, Asesora del CEDA, sobre el Proyecto de Ley “Reforma de la Ley No. 1362 Creación del Consejo Superior de Educación Pública de fecha 8 de octubre de 1951”, que en lo conducente dice:

“CONSIDERANDO QUE: 

1. Han pasado ya prácticamente sesenta años desde la creación del Consejo Superior de Educación Pública (CSE) mediante Ley N°1362. Es este tiempo la Ley ha envejecido. La terminología ha variado, algunas dependencias que se mencionan en ella han dejado de existir y las tareas encomendadas a esta entidad, se han hecho obsoletas, en muchos aspectos. 

2. El Consejo Superior de Educación enfrenta desafíos institucionales, presupuestarios y técnicos que según Mata (2002) limitan su capacidad para responder al mandato y los objetivos para los que fue creado. 

3.  En los informes de la Asamblea Legislativa (2004ª) y (2004b) se señalan varios cuestionamientos al CSE, entre estos están: la representatividad en la conformación del Consejo, su autonomía con respecto al Ministerio de Educación y los recursos y mecanismos de los que dispone para ejercer una verdadera rectoría. 

4.  En el informe preparado por la Contraloría General de la República (2004, citado por el Informe Estado de la Educación, 2005 p. 50) se concluye que el CSE se ha alejado de su “razón de ser” para dedicarse a labores de índole administrativo. 

5.  Entre los desafíos que le señala el Informe Estado de la Educación (2005, p.49) se citan los siguientes: a.- Fortalecer su independencia y autonomía, b.-Mecanismos adecuados para garantizar la implementación y seguimiento de los acuerdos por parte del MEP, c.- Fortalecer su capacidad técnica y propositiva, más allá de las iniciativas del Ministerio, d.-Mayor asignación de recursos financieros e infraestructura, e.-Mayor dotación de personal, equipo y sistemas de información, para fortalecer su capacidad técnica y propositiva, f.- Establecer mecanismos permanentes para la rendición de cuentas, g.- Incrementar la participación de la familia y la comunidad en la definición de las políticas educativas. 

6. Con la aprobación de la presente reforma de la ley 1362, proyecto de Ley expediente N° 18.314 el CSE mejoraría en los siguientes aspectos: 

6.1. Le daría un margen de acción al Consejo Superior de Educación, más amplio y preciso, para que pueda acometer sus tareas de manera más segura y eficaz. 

6.2. El artículo 2 de su texto de conformación, posibilitaría al CSE con un marco para el ejercicio de las competencias de dicho Consejo mucho más moderno que el actual, contaría con una participación activa tanto, en la planificación de planes de desarrollo de la educación nacional, como en el control de calidad y en la adaptación del sistema a las necesidades cambiantes de la vida nacional. 

6.3. El pago de dietas –a diferencia de la actual redacción e imprecisión– queda bien delimitado en el artículo 6 del texto escrito que se propone para su reforma. Es decir, se limita el número de sesiones que podrán programarse, se fija un parámetro para el monto y los respectivos requerimientos que exige la normativa costarricense, con respecto a este tema. 

6.4. Se establece un nuevo principio de independencia de las personas que integran el CSE. Es decir, la idea de ser representante en la función de vocero no cabe en un órgano constitucional de esta naturaleza. Si bien, la designación es producto de la decisión de entidades independientes, ello no comporta subordinación de quienes hayan sido escogidos para desempeñar el cargo, a la voluntad de quienes los escogieron. El interés nacional se antepone a los intereses particulares. Así, se infiere del artículo 5 de la actual propuesta de reforma la cual indica: “Las personas que integren el Consejo, con independencia de las entidades que las nombren, representarán los intereses de la educación nacional vista como un todo y en sus decisiones y en el desempeño de las funciones que les son propias, actuarán con plena independencia de criterio y no por delegación”. 

6.5. Se propone liberar al CSE de tareas que pueden ser realizadas con ventaja en otro ámbito, específicamente, en el Ministerio de Educación. 


INCONVENIENTES 

A. La presente reforma no hace mención a los mecanismos que esta entidad requiere para realizar con eficacia y eficiencia este marco de acciones ‘más modernas y activas’ que le están asignando. 
B. El tema de asignación, incremento o dotación de recursos financieros, humanos y materiales es el gran ausente de esta reforma. 
C. A pesar de la reforma que se está planteando, el CSE sigue arrastrando los desafíos b, c, d, e, f y g que fueron señalados por el Estado de la Educación (2005, p.50) previamente indicados en el considerando 5 de este análisis. 

RECOMENDACIONES 

1. Por todo lo anterior, a partir del análisis realizado por la MSc. Rosa Inés Lira V, asesora académica del CEDA, se recomienda al honorable Consejo Institucional considerar los puntos signados en el apartado de ‘Inconvenientes’, antes de emitir su criterio final. 
2. Se considera que la reforma de Ley planteada –si bien mejora la actual constitución del CSE- sigue siendo ausente en dotar a esta entidad de los recursos financieros, humanos necesarios para enfrentar y resolver los desafíos que le han sido señalados. Es claro que sin los mecanismos y recursos adecuados dicha reforma está incompleta y constituye un parche más sin sostenibilidad alguna, que asegure al país y a la sociedad civil la existencia de una instancia sólida y líder en la educación costarricense. Ante tal vacío y a futuro, el CSE corre el riesgo de tornarse un ente ineficaz e ineficiente en un futuro no muy lejano”. 

5. En la Sesión No. 2680, de fecha 29 de agosto del 2012, la Presidencia del Consejo Institucional, elevó una propuesta para pronunciarse sobre el citado proyecto de ley, pero en el análisis, se manifestó la preocupación por cuanto dicho Proyecto presenta aspectos que podrían representar una intromisión en el quehacer de las universidades, afectando la autonomía universitaria.  Por lo que se procedió a retirarla y trasladarla a la Comisión de Asuntos Académicos para la readecuación de la misma.

6. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, según consta en la Minuta No. 364, del 3 de setiembre del 2012, consideró estrictamente necesario contar con el dictamen legal respecto al ámbito de acción del Consejo Superior de Educación Pública  y su relación con la autonomía universitaria; por lo que solicitó mediante el oficio SCI-693-2012, a la Oficina de Asesoría Legal, el dictamen respectivo.

7. La Secretaría del Consejo Institucional, recibió el oficio Asesoría Legal-516-2012, suscrito por la MSc. Grettel Ortíz, Directora de la Asesoría Legal, dirigido a la MSc. Claudia Zúñiga, Coordinadora a.i. de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, en el cual remite el dictamen sobre la aparente afectación de la autonomía universitaria relacionada con el Proyecto de Ley “Reforma de la Ley No. 1362 Creación del Consejo Superior de Educación Pública de fecha 8 de octubre de 1951”, Expediente No. 18.314, como se detalla a continuación:

“Al efecto considera esta Oficina Asesora, que efectivamente de la redacción del proyecto de ley indicado, podría deducirse algún grado de violación a la autonomía universitaria consagrada constitucionalmente. Veamos: El artículo 84 de la Constitución Política  establece: “La Universidad de Costa Rica es una institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios. Las demás instituciones de educación superior universitaria del Estado tendrán la misma independencia funcional e igual capacidad jurídica que la Universidad de Costa Rica.”

Tal y como se puede apreciar, la autonomía universitaria es plena para el desarrollo de las funciones encomendadas, así como para darse su gobierno y organización interna propios. Lo anterior sencillamente quiere decir, que a los entes y órganos externos como lo son Poder Ejecutivo y demás Poderes de la República e incluso las otras Universidades Públicas, les está vedado en el caso del Instituto Tecnológico de Costa Rica, inmiscuirse en sus actividades propias  y organización interna.

Esta tesis ha sido reafirmada por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, la cual ha señalado en su Resolución Número 2007-03183 de las diez horas y cuarenta y cinco minutos del nueve de Marzo del dos mil siete que:

“III .- Sobre la autonomía universitaria. En reiterados precedentes, la Sala ha reconocido la autonomía universitaria como la independencia funcional y capacidad jurídica que tienen las instituciones de educación superior universitaria del Estado. Al respecto, se ha dicho:
Io .- El Estado encomienda a las universidades la enseñanza en grado superior, a fin de que prepare a la ciudadanía para el cultivo de las ciencias y las artes, así como para el ejercicio de las profesiones, todo ello en función del bien de la colectividad. Las universidades tienen el derecho de gobernarse con autonomía (artículo 84 Constitucional), dentro de los límites establecidos por la Constitución Política y las leyes especiales que reglamentan su organización y funcionamiento, de manera que, los Tribunales de justicia -en cuenta esta Sala- encargados de la aplicación de la ley y la Constitución, no pueden intervenir en la autonomía funcional de la Universidad, salvo cuando las autoridades universitarias violen la Constitución. (Sentencia 1994-02801).

Asimismo, en la sentencia número 1993-01313 se dijo:
VI.-SIGNIFICACION DEL CONCEPTO DE AUTONOMIA.- Expuesto lo anterior resulta necesario hacer algunas precisiones. Conforme lo dispone el artículo 84 de la Constitución Política, las Universidades del Estado están dotadas de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios.

Esa autonomía, que ha sido clasificada como especial, es completa y por esto, distinta de la del resto de los entes descentralizados en nuestro ordenamiento jurídico (regulados principalmente en otra parte de la Carta Política : artículos 188 y 190), y significa, para empezar con una parte de sus aspectos más importantes, que aquéllas están fuera de la dirección del Poder Ejecutivo y de su jerarquía, que cuentan con todas las facultades y poderes administrativos necesarios para llevar adelante el fin especial que legítimamente se les ha encomendado; que pueden auto determinarse, en el sentido de que están posibilitadas para establecer sus planes, programas, presupuestos, organización interna y estructurar su gobierno propio. Tienen poder reglamentario (autónomo y de ejecución); pueden autoestructurarse, repartir sus competencias dentro del ámbito interno del ente, desconcentrarse en lo jurídicamente posible y lícito, regular el servicio que prestan, y decidir libremente sobre su personal (como ya lo estableció esta Sala en la resolución No.495-92). Son estas las modalidades administrativa, política, organizativa y financiera de la autonomía que corresponde a las universidades públicas.

La autonomía universitaria tiene como principal finalidad, procurar al ente todas las condiciones jurídicas necesarias para que lleve a cabo con independencia su misión de cultura y educación superiores. En este sentido la Universidad no es una simple institución de enseñanza (la enseñanza ya fue definida como libertad fundamental en nuestro voto número 3559-92), pues a ella corresponde la función compleja, integrante de su naturaleza, de realizar y profundizar la investigación científica, cultivar las artes y las letras en su máxima 
expresión, analizar y criticar, con objetividad, conocimiento y racionalidad elevados, la realidad social, cultural, política y económica de su pueblo y el mundo, proponer soluciones a los grandes problemas y por ello en el caso de los países subdesarrollados, o poco desarrollados, como el nuestro, servir de impulsora a ideas y acciones para alcanzar el desarrollo en todos los niveles (espiritual, científico y material), contribuyendo con esa labor a la realización efectiva de los valores fundamentales de la identidad costarricense, que pueden resumirse, según se dijo en el voto que se acaba de citar, en los de la democracia, el Estado Social de Derecho, la dignidad esencial del ser humano y el "sistema de libertad", además de la paz (artículo 12 de la Constitución Política ), y la Justicia (41 ídem); en síntesis, para esos propósitos es creada, sin perjuicio de las especialidades o materias que se le asignen, y nada menos que eso se espera y exige de ella. La anterior conceptuación no persigue agotar la totalidad de los elementos, pero de su contenido esencialmente se deduce - y es lo que se entiende que quiso y plasmó el Constituyente en la Ley Fundamental- que la universidad, como centro de pensamiento libre, debe y tiene que estar exenta de presiones o medidas de cualquier naturaleza que tiendan a impedirle cumplir, o atenten contra ese, su gran cometido.-“ Vemos entonces que la autonomía universitaria es plena y completa a fin de cumplir con sus funciones encomendadas. No permite injerencia incluso de la propia Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, salvo cuando las propias autoridades universitarias violen la Constitución.

Como lo dijo Doña Yamileth González García, Rectora de la Universidad de Costa Rica dentro de su ponencia El reto de la Autonomía Universitaria: La especificidad y amplitud de la autonomía nos exime no sólo de la dirección del Poder Ejecutivo, sino también de la Asamblea Legislativa en cuanto a la regulación del servicio. La autonomía permite a la Universidad auto determinarse, adoptar sus planes, programas, presupuestos, organización interna y darse su propio gobierno, definiendo además cómo se distribuyen sus competencias en el ámbito interno.

Paralelo a lo anterior, tenemos que referirnos también a lo indicado por la Ley Orgánica del Instituto Tecnológico de Costa Rica y sus Reformas Número 6321, artículo número 1 el cual señala que: “El Instituto Tecnológico de Costa Rica es una Institución autónoma de educación superior universitaria que de acuerdo con lo que expresa el Artículo 84 de la Constitución Política, goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones.”

También queda plasmado dentro de la propia Ley Constitutiva del Instituto Tecnológico de Costa Rica, que ésta es una Institución Autónoma de Educación Universitaria que goza de independencia en el desempeño de sus funciones, todo en atención al numeral 84 ya comentado de la Constitución Política.

Es así como se recogen tanto a nivel constitucional como Legal, los conceptos de autonomía e independencia funcional y capacidad jurídica plena para el adecuado funcionamiento universitario. Sin la aplicación efectiva y debida tutela de estos tres elementos, sería inviable el funcionamiento de las Universidades Públicas, dado que cualquier ente, organismo u autoridad externa podría intervenir y variar la línea de acción en beneficio de la sociedad costarricense, desviándola hacia fines particulares y contrapuestos.

Por su parte, el proyecto de ley que hoy se somete a consulta, establece dentro de su numeral segundo que: “El Consejo Superior de Educación deberá participar activamente en establecimientos de planes de desarrollo de la educación nacional, en el control de su calidad y buscará, no solo su desarrollo armónico, si no su adaptación constante a las necesidades del país y a los requerimientos de la época.”

Al efecto es importante señalar, que mientras no se establezca expresamente dentro del proyecto de ley, que la actividad del Consejo referido tiene como límite las Universidades Públicas, la misma se debe considerar de hecho como una intromisión grave e inconstitucional en las funciones encomendadas a estos centros de educación superior universitaria. Nótese que son precisamente las vertientes de desarrollo de la educación, control, calidad, desarrollo armónico y adaptación constante a las necesidades del país, los quehaceres de las casas de educación superior en materia de su competencia, no siendo dable bajo ningún concepto, que otro ente creado mediante ley acoja para sí tales facultades. Es por esta razón, que se considera atentatorio de la autonomía universitaria, el numeral dos de dicho proyecto de ley. Se deberá pues proceder a su reforma excluyendo expresamente a las Universidades Públicas.

Una vez expuesto lo anterior, y en el entendido de que el presente proyecto de ley excluye de su aplicación a las Universidades Públicas en lo que se expone en su artículo 2, podemos entrar a comentar la conformación del referido Consejo Superior de Educación Pública y que consta dentro del numeral tres del proyecto de ley. Al efecto es importante señalar, que si lo que se pretende es aprovechar el conocimiento generado por las Universidades Públicas en materia de educación, se deberá incluir a un representante de cada universidad en dicho Consejo, o en su defecto designar a nivel de CONARE. Lo anterior por una sencilla razón. Las Universidades Públicas han ido generando conocimiento a lo largo de muchos años, en muchas ocasiones de manera endógena. Es decir, que el conocimiento generado únicamente se obtendría de una universidad en particular como por ejemplo la medicina en el caso de la Universidad de Costa Rica, o experiencia en materia de nanotecnología como en el caso del Instituto Tecnológico de Costa Rica. O incluso experiencia en materia de educación a distancia en el caso de la Universidad Estatal a Distancia. Es nuestro criterio entonces, que dicho Consejo Superior de Educación Púbica deberá incluir a un representante de cada una de las cuatro universidades públicas. Evidentemente la Ley reformada data de mediados del siglo pasado, momento para el cual únicamente existía como casa de Educación Superior, la Universidad de Costa Rica. De allí que únicamente se incluyera a esta casa de Educación Superior. Hoy día, con la existencia de tres Universidades Públicas más, sería un error en desperdicio de conocimiento, no incluir al resto de las Universidades Públicas.

Por último, es entendido que se emite el presente documento sin perjuicio de los criterios emitidos por los demás órganos institucionales consultados.”

8. La Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, según consta en la Minuta No. 366, celebrada el 17 de setiembre del 2012, analiza el dictamen legal remitido mediante el oficio Asesoría Legal.516-2012, y considera además que basado en los argumentos citados en ese criterio, también podrían violentar la autonomía universitaria los incisos a., b., d., e., h. e i. del artículo 7, por lo que dispone elevar la propuesta al Consejo Institucional.

ACUERDA: 

a. Reconocer la necesidad de actualización de la “Ley No. 1362 Creación del Consejo Superior de Educación Pública de fecha 8 de octubre de 1951” y por ende el imperativo de su reforma, según los considerandos 3, 4 y 7.




b. Pronunciarse en contra del Proyecto de Ley “Reforma de la Ley No. 1362 Creación del Consejo Superior de Educación Pública de fecha 8 de octubre de 1951”, Expediente No. 18.213;  debido a que su actual redacción podría violentar la autonomía universitaria consagrada constitucionalmente en el artículo 84 de la Constitución Política.  

c. Comunicar. ACUERDO FIRME
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